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    Prólogo




    En este notable estudio, María Antonia Muñoz nos provee con uno de los mejores análisis, hasta el presente, de los cambios en el imaginario político que la Argentina experimentara desde el fin de la dictadura. Hay varios rasgos distintivos del trabajo de Muñoz que contribuyen a darle su singular profundidad. En primer término, su incomparable conocimiento de las transformaciones económicas del período, no se limita a un mero análisis de las medidas económicas como tales sino que, en cada caso, considera las articulaciones hegemónicas y la percepción política de los actores sociales que las hicieron posibles. En segundo lugar, el suyo es uno de los estudios mas logrados de la divisoria de aguas representada por la crisis del 2001. En tercer lugar, el análisis del proceso que se inicia a partir de esta crisis ha sido concebido desde el punto de vista de la emergencia de nuevos agentes sociales -su estudio del movimiento piquetero es excelente- y de los modos en que esta emergencia contribuyo a una reconfiguración decisiva de los modos de operar políticamente en Argentina. La preocupación teórica central de Muñoz es el rol determinante de esta serie de procesos -que pueden extenderse comparativamente a otros contextos- para la comprensión del funcionamiento democrático en las sociedades contemporáneas.




    Este último aspecto me parece de especial relevancia en la presente coyuntura argentina. Se discute mucho hoy día acerca de la democracia en nuestro continente y de la posible deriva autoritaria inherente a los regímenes populistas. Algunos han llegado a hablar de ‘populismo autoritario’ para referirse al actual gobierno argentino. En sus formas mas extremas este es, desde luego, el discurso de la derecha. Pero mas importante es que, en formas mas sutiles, algo de este tipo de apreciación se infiltra en el pensamiento de gente que no se consideraría en absoluto como perteneciente al campo conservador. El modo en que este tipo de discurso se expresa es a través de un institucionalismo extremo. Lo que este discurso omite es la cuestión de la relación entre el complejo institucional dominante y la posibilidad del cambio social en una dirección progresiva. Las instituciones destilan ideología; no son neutrales sino que constituyen la forma cristalizada del statu quo. Es impensable un proceso de transformación social que no introduzca como uno de sus componentes esenciales una transformación paralela del sistema institucional dominante. Gramsci ya lo había entendido: toda nueva hegemonía requiere la creación de nuevas instituciones y cambios drásticos en el funcionamiento de aquellas existentes.




    Esto no implica, desde luego, ningún colapso del sistema democrático representativo; pero significa, si, que son necesarios cambios fundamentales en la relación entre Estado y sociedad civil, con nuevas formas de organización de las masas que amplíen de modo radical el número y la identidad de aquellos actores que son parte de la esfera publica. Este es el proceso que el libro de Muñoz describe en forma acabada: los cambios en las formas de la política que acompañaron las movilizaciones subsiguientes a la crisis del 2001. Ella traza un cuadro minucioso y preciso de las ambigüedades de estos movimientos, de sus relaciones complejas con el poder político y de los cambios que introdujeron en el horizonte político global. Como ella lo señala, la vigencia del neoliberalismo como ideología hegemónica significo bastante mas que la simple influencia de un sistema de ideas: implico un cambio sustancial en el modo de relación entre las esferas publica y privada -con la consiguiente reconfiguración del poder estatal que ella conlleva- y una cierta visión del modo en que los agentes sociales se conciben dentro del complejo societario global. La nueva rearticulación que se inicia a partir del año 2003 supuso igualmente un cambio drástico de dirección que Muñoz describe con precisión y agudeza.




    No puedo decir que comparto la totalidad de los análisis de Muñoz respecto a los procesos que ella aborda, pero en los casos en que diverjo con su posición, no se trata de desacuerdos con la sustancia de sus argumentos, sino con algunos de las formas conceptuales en las que estos argumentos están inscritos. Por ejemplo, creo que ella extrema demasiado mis posibles desacuerdos con el enfoque teórico de Jacques Ranciere -en tanto que ella ve nuestros posibles enfoques como alternativos, yo los pienso, más bien como complementarios. Lo mismo respecto a la teoría de la hegemonía: creo que muchas de las especificidades que Muñoz encuentra en la experiencia argentina pueden ser perfectamente pensadas como siendo internas a una teoría de las articulaciones hegemónicas. La hegemonía no es solamente una operación ligada a la presencia de lógicas equivalenciales; también tiene que estudiar los obstáculos que se oponen al funcionamiento pleno de estas lógicas. Estas son, sin embargo, cuestiones de matices diferenciales, que se dan en el marco de un acuerdo sustancial entre la autora y yo




    El libro de Muñoz representa una contribución fundamental a la historiografía latinoamericana contemporánea que no puede ignorar nadie que quiera estar al tanto de los procesos que constituyen la trama de la Argentina actual.




    Ernesto Laclau


  




  

    Introducción




    Si, yo creo que existe un pueblo múltiple, un pueblo de mutantes, un pueblo de potencialidades que aparece y desaparece, que se encarna en hechos sociales, en hechos literarios, en hechos musicales. Es común que me acusen de exagerado, bestial y estúpidamente optimista, de no ver la miseria de los pueblos. Puedo verla, pero... no sé, tal vez sea delirante, pero pienso que estamos en un período de productividad, de proliferación, de creación, de revoluciones absolutamente fabulosas desde el punto de vista de la emergencia de un pueblo. Es la revolución molecular: no es una consigna, un programa, es algo que siento, que vivo, en algunos encuentros, en algunas instituciones, en los afectos, y también a través de algunas reflexiones1.




    En muchos países de América Latina y, en particular, en Argentina, la década de los noventa fue comúnmente caracterizada como el triunfo de la ideología neoliberal, como el período de contracción del Estado frente al avance de la “libertad del mercado”. Aquellas tendencias que parecían terminantes son actualmente contrarrestadas, en el lenguaje y en las acciones, por varios gobiernos de aquel continente. Los mercados sin controles y el Estado “mínimo”, pares que se solían utilizar como inseparables de la democracia, son actualmente puestos en el lugar de los enemigos del “pueblo”. En otras palabras, el lugar de la política en la sociedad varió de forma significativa.




    En la Argentina de los noventa, las recomendaciones producidas por el “Consenso de Washington” impactaron de manera singular. Además de la privatización de las empresas públicas y el debilitamiento de las políticas de regulación y control, la fórmula “neoliberal” se tradujo en una moneda sobrevaluada, en el fortalecimiento del sector financiero por sobre el sector productivo y en un importante crecimiento del déficit público. Este principio de lectura sobre el tipo de relación que debían sostener las instituciones públicas con la economía, tuvo amplias consecuencias sociales y políticas. El impacto no se redujo al empleo, al consumo y a la industria sino que se extendió a las identidades colectivas, a la función integradora del Estado, al sistema de representación, a las formas de participación, etc.




    En un principio, la creación de esta orientación política y económica no se instituyó sobre un terreno ausente de resistencias2. No obstante, ésta pudo sobreponerse a las acciones fragmentadas, intermitentes y, sobre todo, orientadas por demandas relacionadas con las consecuencias sociales negativas del modelo económico (desocupación, pobreza, precariedad laboral, etc.).




    Hacia fines de los noventa, las promesas políticas comenzaron a ser cuestionadas. La economía entró en un proceso recesivo y la fuga de capitales hizo insostenible el plan de “Convertibilidad” (eje vertebral de las políticas neoliberales). A la vez que esto ocurría, se registró un aumento acelerado de las protestas y movilizaciones sociales. Además, aparecieron organizaciones críticas a la primacía de la lógica del libre mercado y a los gobiernos se los denunciaba como cómplices de los costos sociales y políticos que sufría la ciudadanía. En el mes de diciembre del año 2001, la fuga de capitales se acentuó, los depósitos de ahorros quedaron congelados, las protestas y movilizaciones se profundizaron y los partidos políticos mayoritarios se enfrentaron de tal forma que se hizo insostenible el ejercicio del poder ejecutivo. Estos sucesos derivaron en la renuncia del presidente electo Fernando de la Rúa y en la sucesión de cuatro presidentes interinos en diez días.




    Durante los primeros meses del año 2002 se observaron dos procesos paralelos. Por un lado, el gobierno conducido por el presidente Eduardo Duhalde, emprendió la reconstrucción del espacio social fragmentado a través de una estrategia política; instituyó como enemigo político al neoliberalismo y sus aliados, resolvió múltiples demandas a través de la creación de nuevas instituciones, leyes y normas y autoproclamó al Estado como medio para alcanzar la plenitud social y como agente reparador social. Por otro lado, continuó el crecimiento de las organizaciones políticas que criticaban la complicidad entre la política reducida a la representación territorial y funcional y la existencia de un sistema económico excluyente. Durante todo el año 2002 estas tuvieron gran capacidad de estructurar la agenda política y poner en suspenso las decisiones tomadas por el gobierno.




    Finalmente, pasado el año 2002, dichas posiciones políticas dejaron de ser una referencia para dividir aguas a favor y en contra. A pesar de ello, continuaron interviniendo en el espacio público a través de las protestas, elevando propuestas legislativas o programáticas, generando redes sociales y productivas a nivel barrial e intentando disputar el espacio de los líderes territoriales del partido en el poder.




    Este giro del escenario político, sobre todo entre diciembre del año 2001 y enero del 2002, estuvo marcado por el auge de la participación ciudadana fuera y en contra de los canales convencionales. La retórica progresista de los gobiernos posteriores a aquella crisis confirmaron que algo había pasado en la política argentina; sus fronteras se habían transformado y desplazado a otras áreas de la vida social. Este deslizamiento se caracterizó por la centralidad de la inclusión social como objetivo declarado de la política, la inversión de la relación política/economía, la revalorización de la participación de la sociedad civil, la crítica al modelo neoliberal, la apelación al pueblo como sujeto de la política y la incorporación de la “promesa de plenitud democrática”.




    A pesar de que muchos diagnósticos querían señalar el “empoderamiento” de la sociedad civil e incluso mostrar el nacimiento de una nueva forma de construir poder, algunos años después de diciembre del año 2001, el movimiento de asambleas casi desapareció, el piquetero se dividió y fragmentó y ninguna de las organizaciones sociales pudo convertirse en representante del discurso crítico, incluso aquellas que tenían pretensiones de articular posiciones más allá de sus demandas particulares. Es decir, aunque pareció existir una relación entre la aparición de un movimiento socio–político crítico y los cambios en las coordenadas del sistema político luego del año 2001, las organizaciones que fueron soporte de estos discursos críticos fueron perdiendo centralidad en el escenario político así como apoyo público. En síntesis, la paradoja principal es que a medida que se fue consolidando el giro político marcado por una retórica ordenada en torno a la inclusión social y la revalorización de “la política” por sobre “los mercados”, aquellos movimientos y organizaciones fueron influyendo cada vez menos sobre los temas públicos y las decisiones políticas.




    El auge de los movimientos de protesta como los piqueteros, las asambleas y las fábricas tomadas ha sido motivo de la producción de una innumerable cantidad de textos de carácter académico3. Después de una década de aparente desertificación de lo político, muchas veces caracterizada como el “reino del pensamiento único”4, se comprende por qué el entusiasmo en torno a dichos movimientos. Desde diferentes enfoques teóricos-metodológicos, la mayoría de los estudios de carácter empírico tendieron a analizar a los movimientos como una reacción con pretensión defensiva o emancipadora, frente a las políticas de orientación neoliberal. En general, estos estudios explican a los movimientos como una consecuencia natural frente al dominio ideológico y reconstruyen la trama interna de la formación de tales sujetos.




    La influencia de las teorías de la acción colectiva, más enfocadas en la construcción de la identidad y/o en el uso de los recursos, impactó sobre las miradas de los investigadores que eligieron centrarse más en las dinámicas internas de los movimientos, organizaciones o protestas colectivas, que en su interacción con el sistema político. El límite de este tipo de análisis es que se debilita la dimensión constitutiva de los antagonismos y sus efectos sobre el orden. En otras palabras, se pierde de vista el registro de lo político que introducen estos sujetos, lo que es fundamental para comprender su aparición, identidad y permanencia en el tiempo. Además, introducir en el análisis el contexto político más general, permite arrojar luz sobre el funcionamiento del sistema político democrático5.




    En el presente libro se partirá de la idea de que, para explicar la variación del escenario político previo al año 2001 y posterior a él, es necesario explicar el impacto político de aquellas prácticas políticas no convencionales adscribiendo a cierto enfoque conceptual que distinga entre la política y lo político. A pesar de que en el capítulo que sigue se analizarán los principales aspectos teóricos que respaldan la investigación, será clarificador para el lector adelantar algunas líneas generales del enfoque elegido. Este distingue entre dos dimensiones de la política. El primer concepto hace referencia al subsistema político, un sistema más dentro del orden social, con su propia lógica funcional. El segundo hace referencia al dispositivo general, a lo político como puesta en suspensión e institución de nuevas formas de ordenación. Esta concepción permite explicar las mutaciones institucionales de los sistemas políticos y las relaciones que se van estableciendo entre los subsistemas porque otorga un marco más general que permite hacer entrar en la escena a sujetos que cuentan en la producción general del orden y que no son ni el parlamento, ni el Estado, ni los partidos políticos. Es decir, que no son los que encuadran dentro de un formato liberal de la democracia.




    En el capítulo dos se analizarán las coordenadas sobre las cuáles se estructuró la hegemonía neoliberal en Argentina, no solamente como intento de reforma económica sino de transformación del orden social. Veremos cómo, sobre todo durante el gobierno de Menem, se re-articuló la política y la economía, generando transformaciones irreversibles sobre la sociedad pensada como un todo. Esto permitirá sentar las bases para analizar en qué contexto y qué es lo que desarticuló la polémica que tuvo como protagonista a organizaciones políticas no electorales a fines de la década de los noventa. Además, con el objeto de que el lector tenga presente como cambiaron las formas de comprensión del orden social antes y después del período 2001-2002, se describirá brevemente la estrategia de los gobiernos posteriores al año 2002.




    En el capítulo tres se desarrollarán las formas de actuación antagónica de las organizaciones piqueteras. En particular se estudiará cómo fueron deconstruyendo las formas de legitimación de la hegemonía neoliberal en la interacción polémica con el gobierno y otros actores políticos. En el capítulo cuatro se analizarán otras formas de irrupción política como las asambleas y los cacerolazos, además de las demandas que se vincularon detrás de la consigna “que se vayan todos”. Se mostrará cómo este tipo de prácticas tuvieron sus efectos políticos a pesar de que se distanciaron del tipo de intervención hegemónica caracterizada por la articulación equivalente de las demandas tras una propuesta común para superar la dislocación.




    Finalmente en el capítulo quinto se describirá la actuación de los gobiernos posteriores al año 2001 para reconstruir el espacio social fracturado y debilitar a sus enemigos políticos o forzarlos a abandonar su actuación antagónica. Esto permitirá mostrar en qué sentido se ampliaron y transformaron las fronteras de la política, qué hegemonía se instaló y cuáles han sido los recursos con que disponía el gobierno, a diferencia de las acciones “desde la sociedad civil”, para actuar superando la crisis política.




    Además de la reflexión teórica y política que contiene cada uno de los capítulos, el conjunto de ellos tiene la intención de deliberar sobre una serie de ideas sobre el escenario político argentino de los últimos veinte años.




    En primer lugar, me gustaría poner el acento en qué tipo de cambios se generaron en el orden social y en la comunidad política.6 Como muchos suelen señalar, la desocupación, la calidad del empleo, el nivel de vida, así como otro tipo de indicadores sociales, no han mejorado lo suficiente a pesar del giro en las promesas de los gobiernos después del año 2002. No obstante, la nueva situación abre una serie de posibilidades. Que se haya posicionado al Estado y al Pueblo como par referente de la unidad social y garante y depositario de la “igualdad”, puede ser pensado como una oportunidad política a ser aprovechada por la ciudadanía para ampliar sus derechos. Esto no descarta que los gobiernos posteriores al año 2002 no hayan desarrollado esta estrategia como forma de dominación. No obstante, la propia lógica de éste discurso genera la posibilidad de que los sujetos puedan reclamar y ponerle nombre a esa igualdad. La apelación al Estado7 y al Pueblo8 remite a la constitución imaginaria de una comunidad política con una lógica muy diferente que el recurso al “mercado” u otras fórmulas que refieren a la constitución de la sociedad, de lo colectivo y de la integración social. Aquellas instituciones imaginarias permiten que la sociedad pueda discutir acerca de su destino, que la ciudadanía discuta las reglas que se van a imponer, no solamente en materia de seguridad y garantías mínimas del ejercicio de ciudadanía, sino también en materia de derechos laborales, sociales, económicos, culturales, etcétera. Es decir, constituir referentes (imaginarios, abstractos o fantasmales) de las comunidades políticas es imprescindible para su autodeterminación. El giro en los discursos políticos (y ya no sólo en Argentina, sino también en América Latina) genera condiciones de posibilidad para la aparición de sujetos políticos que exploten su lógica inclusiva.




    En segundo lugar, me interesa poner el acento en que tanto el gobierno, la oposición partidaria como las asociaciones o redes “civiles” y “sociales” fueron los protagonistas de estas transformaciones. Sin embargo, las estrategias políticas desde las organizaciones de la sociedad civil tuvieron un impacto diferente a las gubernamentales. Mientras las primeras fueron muy efectivas en mostrar la exclusión sobre la que estaba basado el orden neoliberal, en señalar la decepción de muchos frente al curso que estaba teniendo la democracia y en canalizar la insatisfacción colectiva en general, la estrategia de los gobiernos siempre tuvo más peso en producir cierta ordenación social. A pesar de los resultados positivos en materia democrática que tuvieron las acciones de los piqueteros, asambleístas y demás colectivos (legitimar la acción y participación política ampliada, introducir nuevas demandas, instalar el tema de la soberanía popular, etcétera), la incapacidad de superar el momento de la “negatividad”9 y el corporativismo de las propuestas significó que otros finalmente ocuparan el lugar hegemónico, privilegiando otras demandas, otra forma de convivencia social. Tanto el gobierno de Menem como el de Kirchner lograron constituir un “orden” en los dos sentidos, como sistema de diferencias, conjunto de instituciones y reglas de acción, por un lado y, por el otro, como lugar de la “universalidad” (incompleta) donde se ve “reflejada” la sociedad.




    Finalmente, me gustaría indicar que esta capacidad inicial de los gobiernos para generar unidad social y producir referentes universales, terminó siendo debilitada porque sus estrategias se visibilizaron rápidamente como corporativas. En el caso de Menem, el mito de la estabilidad, el mercado y el progreso asociado a la inserción en el mundo se desmontó por la acción corrosiva del agotamiento del modelo económico y de sujetos políticos novedosos. En el caso de Kirchner no se puede decir mucho más porque este libro tiene su alcance analítico hasta el año 2005. Pero, por los conflictos que se vienen registrando desde el año 2008 (los conflictos con las organizaciones asociadas al sector rural y a las exportaciones, la emigración de la alianza “kirchnerista” a otros sectores de oposición y la rotunda caída de la imagen positiva de la presidenta Cristina Kirchner) pareciera que la aparente universalidad construida se está desgastando tras la generalizada acusación que la muestra como una mera construcción interesada. Así, la política de derechos humanos en vez de ser una bandera alcanzada por una sociedad más justa se convierte, para muchos, en meras acciones electoralistas e interesadas. Algo similar ocurre con el compromiso hecho con la independencia política y económica, sobre todo, en relación con las presiones de los organismos financieros internacionales. Este terminó reduciéndose al pago de una deuda externa que no deja de aumentar. La comprensión de que el Estado y la soberanía popular no pueden desaparecer ni debilitarse si se quiere garantizar la continuidad de los principios de igualdad y libertad, se percibe como una forma de clientelismo, demagogia, coerción social. En síntesis, todas las banderas que, como sociedad, la argentina debería haberse apropiado más allá del uso que les dé el gobierno de turno y de las interpretaciones de cada uno de los actores, terminan desapareciendo tras las rasgaduras de los intereses de las partes.




    En este sentido, es que Sísifo se hace presente en Argentina. Contemos brevemente quién éste personaje. Los dioses griegos habían castigado a Sísifo a una tarea eterna, empujar una piedra redonda hasta la cima de una montaña. Cuando el griego llegaba a la cúspide, la roca caía por su propio peso y, por tanto, tenía que volverla a subir. Sísifo, como la política, está condenado a una eterna tarea. El orden político es como la piedra de Sísifo, a veces está en la cúspide, a veces cae desgastándose sobre las laderas del antagonismo. Lo mismo ocurre con la construcción de ciertos referentes universales que le permitan a la sociedad argentina actuar sobre sí misma, también le ocurre a la creación de instituciones orientadas a que los sujetos políticos manifiesten sus desacuerdos para reconstruir la sociedad de manera democrática (y no para sacar tajadas de los beneficios creados, dejando fuera a una gran parte de la población). Tal vez habría que aceptar que la tarea de Sísifo es una condena impuesta a la política, pero me gustaría también mantener la esperanza activa y aspirar a que éste vaya aprendiendo de cada recorrido, haciendo que cada vez que la piedra cae, el costo no lo paguen la mayoría de los argentinos.




    

      

        1 GUATTARI, F., ROLNIK, S., Micropolítica. Cartografías del Deseo, Tinta Limón, Traficantes de Sueños, Buenos Aires, 2005, 496 págs.


      




      

        2 Un estudio que releva el número de protestas realizadas en contra de los gobiernos y su política económica entre los años 1989 y 2003 demuestra que el período que va del año 1989 al año 1999 concentra la mayor cantidad de protestas. “La mayor proporción de protestas se distribuye en los dos mandatos de Carlos Menem (42 por ciento y 32 por ciento respectivamente). El promedio de protestas de cada mandato muestra que se protestó mensualmente más durante los gobiernos de Menem que en los gobiernos de De la Rúa y de Eduardo Duhalde”, SCHUSTER, F., PÉREZ, G., PEREYRA, S., ARMESTO, M., ARGELINO, M., GARCÍA, A., NATALUCCI, A,, VÁZQUEZ, M., ZIPCIOGLU, P., Transformaciones de la protesta social en Argentina 1989-2003, Documentos de Trabajo No. 48, Instituto de Investigaciones Gino Germani, Facultad de Ciencias Sociales-Universidad de Buenos Aires, Buenos Aires, 2006, 69 págs. [en línea]. Dirección URL: http://www.iigg.fsoc.uba.ar/Publicaciones/DT/DT48.pdf [consulta: 20 de marzo de2007]. Pág:69.


      




      

        3 Por nombrar a algunos; ALMEYRA, G., La protesta social en la Argentina (1990-2004). Fábricas recuperadas, piquetes, cacerolazos, asambleas populares, Ediciones Continente, Buenos Aires, 2004. GIARRACA, N., “Argentina 1991-2001: una década de protesta que finaliza en un comienzo, La mirada desde el país interior”, en: Argumentos, Nº 1, Buenos Aires, 2002. [en línea]. Dirección URL: http://argumentos.fsoc.uba.ar/n01/articulos/giarraca. pdf . MASSETTI, A., Piqueteros, protestas sociales e identidad colectiva, Editorial de las Ciencias, Buenos Aires, 2004. RECALDE, H., La protesta social en la Argentina Desde las primeras sociedades de resistencia al movimiento piquetero, Grupo Editor Universitario, Buenos Aires, 2003. SVAMPA, M., PEREYRA, S., Entre la ruta y el barrio: la experiencia de las organizaciones piqueteras, Editorial Biblios, Buenos Aires, 2003. SCHUSTER, F., NAISHTAT, G., NARDACCHIONE; S., PEREYRA, T., la Palabra. Estudios sobre la protesta social y acción colectiva en la Argentina contemporánea, Prometeo Libros, Buenos Aires, 2005.


      




      

        4 “El reino del pensamiento único” era como se denominaba al dominio de la perspectiva neoliberal entre los gobiernos occidentales. Ver http://www.rebelion.org/opinion/montalban280701.htm y www.forosocialmundial.org.ve/foro_resp.php?idtema=4 - 24k [Consulta: 23 de mayo de 2006]


      




      

        5 Con esto no se quiere quitar importancia a la dimensión de la identidad política, sino más bien señalar que ésta está en función del contexto más general en la donde la interacciónn con los otros es fundamental. Lejos de interpretar a las identidades como valores intrínsecos, se partirá de la idea de que éstas son producto de las relaciones que establecen con otras y son susceptibles de ser transformadas en ese proceso de interacción.


      




      

        6 Esta última entendida como un conjunto de arreglos institucionales que designa quienes tomarán las decisiones vinculantes, cómo se elegirán y quiénes los elegirán a aquellos que las tomen (gobernantes-gobernados), cómo se resuelven los conflictos entre los actores y cómo se distribuirán los principales recursos simbólicos y materiales.


      




      

        7 Entendido no sólo como el aparato burocrático sino como “referente transcendental” o como producto social.


      




      

        8 Entendido como demos o como última instancia legitimadora de la decisión política.


      




      

        9 Más adelante se desarrollarán estos conceptos, pero es importante adelantar para la comprensión del lector que con negatividad se hace referencia al momento donde la naturalidad del orden o un estado de cosas dado se rompe para mostrar la contingencia de su existencia y de las alternativas excluidas sobre las que se basó.


      


    


  




  

    La Política: Orden y Conflicto: Algunas coordenadas conceptuales




    Introducción




    “Y si hay alguna conclusión que deseo particularmente evitar es la conclusión estéril de que una política virtuosa buscaría la sencillez y se apartaría de las alteraciones ambiguas, de que debemos tratar de resolver la ambivalencia y la ambigüedad de nuestras políticas o, por lo menos, hallar una fórmula con la que puedan desvanecerse”1.




    Desde comienzos del siglo XXI, el giro político “hacia la izquierda” que registran algunos países de América Latina se ha dado en un contexto de polémica en torno a la naturaleza de los regímenes políticos y los liderazgos. Argentina no ha estado exenta de ese debate; ¿ha representado el gobierno de Kirchner un retorno al populismo? ¿Los principios que reglan los gobiernos deberían ser la fortaleza institucional y la seguridad, o éstos son secundarios y deudores de la búsqueda de la inclusión social y la representación popular? ¿Son incompatibles estos objetivos? Todas estas preguntas abiertas tienen como trasfondo una querella con respecto a los conceptos a los cuáles se hace referencia; dependiendo de qué se entienda por populismo y qué denotación le otorguemos (si buena o mala), se tomarán definiciones en torno a cómo es y tiene que ser el gobierno. Lo mismo ocurre con lo que se entiende por institucionalidad, inclusión social, representación, etcétera.




    Pero el significado que más está puesto en disputa en estos debates es el de “política”.




    La definición y el objeto de la política son difíciles de asir, incluso entre los debates académicos. Algunas posiciones prestan mayor atención a la política como formación y búsqueda de un bien común a través de ciertas tendencias comunes al género humano como el diálogo o la razón. Ciertas versiones la entienden como una práctica asociada a la búsqueda de universales como la justicia o la equidad. Otras perspectivas la identifican con una forma de regulación y administración de los diversos intereses sociales; la política no puede más que intentar diseñar un orden en el cuál se minimicen los costos individuales2. Se pueden seguir enumerando formas de entender a la política pero todas estas definiciones tienen algo en común, le dan a la política un objeto que le es propio, ya sea la justicia, el consenso, las instituciones, los intereses individuales.




    Otros autores en cambio, reaccionan contra esta lógica de comprensión al entender a la política como el momento donde se pone en evidencia que no existe esa “propiedad”. Autores como Rancière, aseguran que lo propio de la política (identificada con la democracia) es su falta de naturaleza




    La democracia no es un régimen o un modo de visa social. Es la institución de la política misma, el sistema de las formas de subjetivación por las cuales resulta cuestionado, devuelto a su contingencia, todo orden de la distribución de los cuerpos en funciones correspondientes a su naturaleza y en los lugares correspondientes a sus funciones3.




    Si en las anteriores posturas pareciera existir una preocupación por cómo la política colabora con la estabilidad del orden social, ésta última parece obsesionarse con definirla como una práctica de ruptura. Si se lleva un paso más allá el argumento de estas dos grandes formas de conceptualización, se puede llegar a dos conclusiones. Los argumentos de Rancière se arrogan para sí la falta de propiedad de la política, pero sostiene al antagonismo como única propiedad de la misma. La primera, en cambio, no niega la existencia del conflicto, pero se obsesiona por dominarlo tras una clara preocupación por el sostenimiento del orden, ya sea para cuidar de los intereses individuales, para alcanzar la justicia, etcétera.




    Pero, como señala Michael Oakeshott, la política en el mundo moderno es una actividad constitutivamente ambigua (según él, resultado de la tensión entre dos estilos opuestos: la política de la fe y la política del escepticismo), que no puede ser circunscripta a una práctica pura o clara.




    Y si hay alguna conclusión que deseo particularmente evitar es la conclusión estéril de que una política virtuosa buscaría la sencillez y se ‘apartaría de las alteraciones ambiguas’, de que debemos tratar de resolver la ambivalencia y la ambigüedad de nuestras políticas o, por lo menos, hallar una fórmula con la que pueden desvanecerse4.




    Haciendo caso a esta observación, se definirá a la política como a una práctica que se sostiene en una “tensión irreductible”, a saber, a la vez que es generadora de orden, le es imposible eludir el momento del conflicto y la división social5. El reconocimiento de esta “contradicción constitutiva” de la política está también reflejado en las obras de Lefort y Žižek, autores que señalan una doble presencia de ésta en la vida moderna.




    Como “sistema”, la política se circunscribe a una región independiente de la vida social, una esfera diferenciada y autónoma que procesa demandas y realiza decisiones que afectan y vinculan al conjunto de la sociedad. Podría afirmarse que, pensada así, la política es principalmente productora de orden. No obstante, el conflicto y las diferencias no desaparecen sino que son su principal objeto.




    Como momento de institución originaria de lo social, la política es pensada como negación y re-institución del orden social, donde la unidad de la sociedad es viable a pesar de las diferencias. La política conceptualizada de ésta manera, permite ir más allá del sistema y reflexionar los mecanismos generales por los cuales éste fue posible y qué efectos tiene sobre el todo social. Pero esta segunda presencia de la política no atiende solamente al momento de disolución del orden; “lo político” hace evidente la contingencia del orden social y hace indecibles las alternativas pero también incluye en su campo a la resolución de esta situación a través de las relaciones de poder. Orden y conflicto (con diferentes presencias y pesos) están inscriptos en las dos formas de “aparición” de la política en las sociedades modernas.




    Con esta doble inscripción de la política la mirada se posa tanto en los intercambios institucionalizados como en el momento donde éstos se suspenden, otorgando una visión más dinámica de las transformaciones y de las posibilidades de aquella. En otras palabras, abre un nuevo mundo de observaciones al comprender que la política posee fronteras móviles y cambiantes y que sus sujetos son múltiples y variados.




    No obstante, así cómo es importante incluir en el análisis la dimensión “ontológica” (qué es ‘la política’, en qué contradicción vive, cómo aparece), no son menores las argumentaciones que han nacido de los enfoques más centrados en la otra dimensión, la óntica, o dicho de otra manera, la del sistema y sus instituciones. Arditi señala que la discusión sobre esta doble inscripción fue útil para corregir la desviación de la sociología política que hizo coincidir lo político con sus formas históricas de aparición. Pero que finalmente tras esta crítica “unas de las caras de la doble inscripción de lo político, fue relegada a un lugar secundario en la agenda de las preocupaciones teóricas”6. A continuación se avanzará sobre la discusión en torno a la política intentando prestar atención a sus dos registros de aparición.




    Lo político como conflicto por la constitución de lo común




    “Así, la política aparece definida en el espacio delineado por estos dos grandes principios generadores de cualquier sociedad: el conflicto y el poder”7.




    La política como esfera particular o subsistema es, desde un punto de vista sociológico, el producto de un aumento de la complejidad social en la modernidad. Las sociedades modernas están trazadas por diferentes lógicas o lenguajes funcionales que hacen posible diferenciar la economía, la religión, el arte, la política8. Pero, si bien es un hecho indiscutible y defendible la existencia de un sistema político dentro del sistema social, éste no agota la definición de la política9. Un autor que ayuda a pensar a la política como campo de tensión entre el orden y el conflicto así como entre sistema y prácticas que lo exceden es, como ya se adelantó, Claude Lefort10.




    Lefort reacciona contra una mirada excesivamente sociológica en torno a la política. Según este francés, reflexionar en torno a la separación y la lógica de una esfera propiamente política, no invalida pensar los mecanismos que hacen posible esa separación. Una concepción naturalizada de la separación entre diversas áreas de la vida social no permite interrogarse acerca de la forma social bajo la cual se presenta y se legitima. Esto, a su vez, oculta el hecho de que la política no se agota en el conjunto de instituciones así designadas.




    Para Lefort, la sociedad moderna se caracteriza por una mutación en el orden simbólico que provocó que el poder asumiera un nuevo estatus. Debido a diversos procesos históricos, entre los que se destacan la Revolución Francesa, los fundamentos de la ley no pudieron ser más garantizados en el Rey, en Dios o ningún cuerpo específico y ningún sujeto puede estar fuera de ella. Así, según Lefort, el lugar del poder quedó “vacío” porque ningún gobernante ni grupo social pueden serle consustanciales.




    Desde este punto de vista, esta transformación fue la causa de la “revolución democrática”.




    “Lo esencial, a mi modo de ver, es que la democracia se instituye y se mantiene por la disolución de los referentes de certeza. Inaugura una historia en la que los hombres experimentan una indeterminación última respecto al fundamento del poder, de la ley y del saber, y respecto al fundamento de la relación del uno con el otro en todos los registros de la vida social”11.




    Así, la aparición de la democracia supone la inauguración histórica de un orden simbólico en el cual se han disuelto los mecanismos de certeza que estructuraban a las sociedades medievales o teológicas.




    Este llamado de Lefort a pensar los mecanismos generales de la formación social y de las formas de legitimación modernas, es coherente con la separación que hace entre la política y lo político. Como ya se dijo, la política hace referencia a esa esfera o al sistema donde tiene lugar los intercambios institucionalizados del conflicto. Es el espacio donde se circunscribe la actividad política, la competencia por el poder y las decisiones socialmente vinculantes tomadas por los gobernantes. Es decir, las formas institucionalizadas, legalizadas o legitimadas, de aparición de lo político. Por otro lado, lo político es el momento de “inscripción” donde se instituye la sociedad a pesar de las diferencias, es decir, es el momento donde la contingencia se hace presente a través de la visibilidad de las opciones posibles que pueden dar forma al orden. Así, como señala Žižek, la política está doblemente inscripta;




    “es un momento del todo social, uno más dentro de sus subsistemas, y también el terreno en el que se decide el destino del todo, en que se diseña y suscribe el nuevo pacto”12.




    Resumiendo, para Lefort la política no puede ser pensada exclusivamente en relación con un conjunto de reglas o en referencia a un subsistema del todo social porque, como sugiere la “doble inscripción” de la política, el momento del conflicto y la visibilidad de la división social no pueden nunca ser erradicados del todo. Lo político aparece como esa fuerza de corrosión institucional, como el momento de violencia originaria previa al contrato social que nunca puede ser dominada completamente por las instituciones o prácticas que administran lo público. En términos generales, la política tampoco puede ser pensada solamente como productora o garantía del orden social. Sobre todo en las sociedades modernas, y más aún en las democráticas, el conflicto y la diferencia están garantizados por la imposibilidad de fijar fundamentos últimos para establecer las leyes u ocupar el poder. Así orden y conflicto, el sistema y su exceso, son la tensión en la que convive la política.




    Pero, además, la democracia pareciera ser la única forma en que la política puede asumir su verdadera naturaleza. En la misma línea de argumentación que Lefort, Žižek13 señala que el funcionamiento del sistema político democrático tiende a asegurar la cohesión del orden social haciendo visible y conservando la afronta del conflicto político. La política democrática opera juzgando a los fundamentos no como verdaderos/falsos sino como legítimos/ilegítimos, legaliza la oposición y la crítica y otorga visibilidad a la construcción contingente del orden al basarse en la competencia política. Así, la figura del poder queda atrapada en la temporalidad de su reproducción y subordinada al conflicto de las voluntades colectivas.




    Visto desde esta perspectiva, el sistema político democrático no solamente permitiría que el poder sea sometido a la contingencia de los procesos sino que los principios democráticos, como la igualdad, se dispersen a diversas áreas de la vida social. Las relaciones familiares, las relaciones de género, las relaciones económicas, las relaciones étnicas y culturales son susceptibles de convertirse en territorio de la lucha política.




    Además, el conjunto de mecanismos que reglan la competencia y someten a los gobernantes a revisión periódica no alcanzarían para definir la naturaleza de la democracia. Estos son dispositivos institucionales o inscripciones de aquella mutación simbólica que permiten que el poder quede “inocupable”. Lo que los argumentos minimalistas o procedimentalistas de la democracia no abordarían sería justamente la dimensión de la inscripción14, de la cual las formas institucionales son deudoras. Al sostenerse sobre la competición que deriva del lugar vacío del poder, el régimen democrático legitima al conflicto social, poniendo en jaque la presentación de la sociedad como una totalidad cerrada, orgánica. Por ello, la democracia es por excelencia el orden que aloja en el corazón de la política el reconocimiento y el enaltecimiento de la aparición de lo político.




    La importancia de liberar la política y a la democracia de un lugar y una forma específica posee un valor heurístico para investigar las luchas políticas en Argentina durante la década los noventa y pasado el año 2000. En primer lugar, permitirá reflexionar sobre el estatus político de los movimientos sociales y organizaciones no electorales ya que no eran meros demandantes sino sujetos políticos que polemizaron en torno a las fronteras mismas de la política. En segundo lugar, hará posible arrojar luz sobre las mutaciones más generales del orden social, esto es, las formas en que se legitimaron las relaciones entre Estado, economía y sociedad, escapándose del detalle de los cambios institucionales para explicar la escena política durante dicho período.




    Un enfoque que permite abordar estos procesos y que es compatible con el reconocimiento de la falta de fundamento y la decisión como elementos inevitables de la política, lo ofrece la teoría de la hegemonía. Sus principales exponentes, Ernesto Laclau y Chantall Mouffe, desarrollaron un cuerpo teórico centrado en la redefinición del concepto de hegemonía de Gramsci. Hegemonía es, según ellos, “un tipo de relación política; una forma, si se quiere, de la política”, y agregan “no una localización precisable en el campo de una topografía de lo social”15. Es una relación por la cual una fuerza social o demanda particular asume la representación de una totalidad que es inconmensurable con ella. Esta relación paradojal es posible a través de la articulación de diversas luchas en una cadena de equivalencias, la creación de una demanda que asume la representación de toda la cadena y la delimitación de una frontera interna a lo social16.




    Según la teoría de la hegemonía, la construcción de una relación equivalencial entre luchas discretas es posible porque las demandas están internamente escindidas. Además de sus reclamos particulares, aquellas contienen un exceso de sentido que es lo que permite la vinculación entre las diversas reivindicaciones. Este exceso es entendido como la experiencia de una falta, la percepción de cada una de las luchas como ser deficiente pero también supone el reconocimiento de una plenitud que se encuentra ausente.




    Esto da paso a las otras operaciones necesarias para la constitución de un espacio de representación hegemónica. Por un lado, es imprescindible la creación de un elemento negativo que sirva como explicación de esa plenitud ausente. Por otro, la constitución de una voluntad colectiva depende de la producción de ciertas demandas que sirven de anclaje de los sentidos articulados. Así, la existencia de una fuerza no se limita a su propia concreción sino que representa el horizonte imaginario del campo hegemonizado (ya se trate del género, las relaciones laborales o las políticas públicas económicas), otorgándole una nueva identidad.




    La necesidad y objetividad de lo social dependería de una hegemonía estable y los períodos de crisis orgánica serían aquellos en que se debilitan las articulaciones básicas y en que un número cada vez mayor de elementos sociales adquieren el carácter de significantes flotantes17.




    Las identidades colectivas pueden alcanzar períodos de estabilidad gracias al “olvido” de su propia contingencia y al carácter arbitrario de las exclusiones sobre las que han sido fundadas. No obstante, éstas pueden retornar para someter a la hegemonía a la apertura sobre la que está fundada. Así, para la teoría de la hegemonía, el momento político se hace efectivo cuando dicha articulación es amenazada por la recurrencia de lo excluido.




    Para Laclau y Mouffe, la política se ajustaría al formato de la lucha hegemónica, entendida como una batalla librada por los límites de inclusión/exclusión de la comunidad. La distinción de la política en democracia sería otorgada por la instauración de procedimientos que permitan que las fronteras de la política sean siempre móviles. En otras palabras, la democracia depende de mecanismos que hagan posible “el retorno de lo excluido”, forzando una expansión y rearticulación de los principios básicos de la democracia18. Pero destacar que la democracia es por excelencia el régimen de la indeterminación, no implica que la unidad y estabilidad social no sean posibles.




    Dentro del sistema político, la negatividad que funda al acto de poder ha sido domesticada dentro del ordenamiento institucional a través de un doble juego de visibilidad y ocultamiento. Visibilidad porque la división se hace evidente en la competencia y se valora como algo positivo. Ocultamiento porque se intenta constantemente legitimar la acción política en principios (inexistentes) de ordenación humana. A través del establecimiento de ciertos procedimientos, lo político es dominado, el conflicto es reglado, se establece qué y cómo decidir, quiénes deben decidir y qué es lo común de la comunidad19.




    Hasta el momento queda claro que la política es “el fundamento del poder de gobernar en ausencia de fundamento”,20 por lo que se comprende por qué “la política se realiza, sobre todo, tomando decisiones”21. Queda por definir, entonces, cómo se ejerce ese gobierno y cómo el sistema político toma esas decisiones vinculantes.




    La política como sistema de toma de decisiones.




    Solamente las decisiones políticas, ya bajo formas de leyes o de disposiciones de otra índole, se aplican con fuerza coercitiva a la generalidad de los ciudadanos. Y si se entiende por decisiones colectivizadas aquellas sustraídas a la discrecionalidad de los particulares, entonces las decisiones políticas pueden definirse como decisiones colectivizadas soberanas a las que es más difícil sustraerse, tanto por su ámbito territorial restringido como por su identidad coercitiva22.




    La reflexión en torno a la dimensión del antagonismo como momento constitutivo de la política no tiene que hacernos perder de vista la otra dirigida a intentar superar o dominar esa negatividad. Por ello, para realizar un análisis de la política es fundamental prestar atención al sistema político como lugar donde se concentran estos intentos, sobre todo, a través de la toma de decisiones vinculantes.




    Un denominador común de los autores que se enfocan a mirar la política como un sistema es el peso puesto en las reglas y las instituciones que tienen como función tomar esas decisiones23. Por ejemplo, para Norberto Bobbio la política se define por el “proceso complejo mediante el cual, en una comunidad humana cualquiera, se forman las decisiones imperativas que la guían”24.




    A esa línea de pensamiento no se le escapa que el sistema político da respuesta al problema de producción de la sociedad, incluso ésta es una de sus principales preocupaciones y de allí el protagonismo puesto al momento de lo instituido. Si el orden social es un producto a construir y no está dado por un principio natural, entonces uno de los problemas con el cual se enfrenta la sociedad es la necesidad de asegurar la vinculación colectiva más allá de la divergencia o fluctuación de la opinión de los afectados. Pero, para esta perspectiva, el sistema político es uno más dentro de la producción general del orden y las decisiones vinculantes son la vía específica por la cual el sistema político es solidario con ésta producción25.




    Las decisiones políticas, convertidas en leyes u otro tipo de instrucciones, tienen la característica de que son tomadas en procesos colectivos que permiten evadir la discrecionalidad de los particulares. Aquellas son impuestas al conjunto de la ciudadanía en un territorio delimitado y excepcionalmente un grupo o individuo puede sustraerse a las mismas por la capacidad coercitiva del poder político.




    Lo que caracteriza al poder político es la exclusividad del uso de la fuerza respecto de todos los grupos que actúan en un determinado contexto social, exclusividad que es el resultado de un proceso que se desarrolló en toda sociedad organizada hacia la monopolización, la posesión y el uso de los medios con los cuales es posible ejercer la coacción física26.




    Aunque el aspecto coercitivo es un medio y no un fin de la actividad del sistema político; es importante tener en cuenta el peso de éste en tanto ayuda a mantener la capacidad de tomar decisiones que sean vinculantes y, así mismo, generar orden.




    Un problema fundamental que surge de la aceptación de que la política implica la toma de decisiones vinculantes es cómo tratar el componente de arbitrariedad e indeterminación estructural que esto encierra. Es decir, si no existen fundamentos para tomar “decisiones correctas”, entonces cuáles deberían ser los contenidos de éstas, cómo se deben tomar, quiénes las toman y en virtud de qué y quiénes se realizan.




    En general, los autores destacan que el sistema obstaculiza a largo plazo la aplicación de decisiones que tienen su fundamento en el interés de unos pocos. Aún en contextos autoritarios, las decisiones se toman en contextos complejos y no excluyen la posibilidad de ser cambiadas por nuevas decisiones, por lo que siempre se somete al sistema político a la visibilidad de la contingencia del rumbo tomado. Además, formalmente las decisiones vinculan también al agente que las ha realizado, eliminando cualquier jerarquía o la sustracción del gobernante a la propia regla.




    Los gobiernos representativos primero, y los democráticos después, son una forma de responder a este problema de la discrecionalidad27. Estos han sido una forma por la cual el liberalismo como teoría y como ideología ha introducido una forma de control ciudadano sobre la forma en que las decisiones son tomadas. Para Bernard Manin28 un gobierno representativo es una forma mediatizada o indirecta del gobierno del pueblo que posee cuatro características: 1- elecciones de los representantes a intervalos regulares, 2- independencia parcial de los representantes, 3- libertad de la opinión pública, y 4- un proceso de discusión que se puede dar en diferentes lugares pero que es imprescindible que exista previamente a la toma de decisiones públicas. Estas cuatro características del gobierno representativo se mantienen en el tiempo, a pesar de que ciertos aspectos se fueron transformando.




    El primer punto establece el principio de división entre los que gobiernan y los gobernados. La elección se establece como un procedimiento de designación lo que seculariza al gobierno al legitimar a los representantes solamente a través del voto e impone al ciudadano como el núcleo básico del gobierno representativo a través de la norma de la igualdad de los votantes. Las elecciones a intervalos regulares es una forma de control que ejercen los gobernados, puesto que siempre está la amenaza de no ser reelegidos si el comportamiento de los representantes no satisface a los electores. Así las orientaciones de las decisiones vinculantes son sometidas a la temporalidad.




    El segundo principio hace referencia a la independencia de los representantes. Sobre este punto Manin pone de manifiesto la idea de actuación sustantiva por parte de los gobernantes. Este margen impide la presencia del mandato imperativo en los gobiernos representativos y se suplanta por la facultad de despedir a los gobernantes al término de un mandato si este no les complace. Esto permite aumentar la efectividad en el proceso de representación debido a que pueden tomarse cierto tipo de iniciativas que si bien en un momento públicamente se consideran adversas, se puede especular que a largo plazo los resultados de la decisión tomada puede revertir la opinión del electorado. Puede ser el caso de que ciertas decisiones están influidas por información que los votantes no manejan. La división de trabajo que constituye esta distancia obliga a una especialización de la práctica política en los representantes que los faculta para tomar decisiones sobre la base del conocimiento que está fuera del alcance de los representados.




    El tercer principio es la opinión pública sobre temas políticos que puede expresarse fuera del control de los gobernantes y presenta una forma de control a la actuación de éstos últimos. Este supone la información pública de las decisiones que toman los gobernantes como la libertad de expresión. Este principio además permite que los representantes no se arroguen la identidad plena con los representados: los representantes en un gobierno con estas características nunca pueden decir “nosotros somos el pueblo”.




    Por último, la decisión colectiva en un gobierno debe ser tomada al término de la discusión. La discusión permite que la instancia colectiva ocupe una posición central. La asamblea se presenta como el espacio de deliberación donde no se busca la decisión que se acerca a la posición común, puesto que ésta no está prefijada. El papel de la asamblea consiste en producir una unidad en el marco de una heterogeneidad que constituyen los representantes elegidos por las localidades e ideologías diversas.




    En resumen, la teoría de los gobiernos representativos resuelve el problema de la legitimidad de la toma de decisiones a través de hacer visible la contingencia del proceso (los representantes no se apropian del cargo, las alternativas son públicas y discutidas, etcétera). Además, los procedimientos se vuelven claves para que las decisiones políticas sean respetadas y se logre el consentimiento de la ciudadanía (aún sin estar de acuerdo con la disposición tomada). Para Dahl la legitimidad democrática emana del respeto a las reglas que definen la selección de los gobernantes; las elecciones libres y justas, el sufragio inclusivo y el derecho a competir electoralmente a prácticamente todos adultos. Ésta también depende de la existencia de una serie de derechos políticos como libertad de expresión, acceso a la información, derechos a la asociación, etc.29 Estos mecanismos permiten que el gobierno tome decisiones vinculantes en las que intervienen una serie de actores que disputan una serie de posiciones y temas, además de que se fuerza a que la intervención pública se sustraiga de ofender ciertas garantías colectivas e individuales. Se impone un límite al poder político a la vez que se le otorga la capacidad de tomar decisiones.




    No obstante, esta atención en los procedimientos y las instituciones si bien reducen el componente discrecional o corporativo, no garantiza la neutralidad valorativa o la universalidad de la toma de decisiones. Para Nun30 las democracias no se pueden reducir a un método de selección de gobernantes porque estas han logrado alcanzar el consentimiento ciudadano gracias a las promesas de ampliación de los derechos de ciudadanía.




    Es que las instituciones de una sociedad no constituyen solamente sistemas de reglas o modos de organizar y de distribuir funciones. Son siempre la puesta en acto –más o menos fiel, más o menos distorsionada– de ciertos valores, ideas y normas y es por eso que unas y otras –instituciones y prácticas– pueden ser pensadas como una especie de lenguaje objetivo que habla la sociedad.31




    O’donnell32 plantea que las teorías procedimentalistas pretenden liberarse del plano normativo en relación con la legitimidad pero no lo logran del todo. Al incluir a los derechos políticos y civiles como soporte de las elecciones libres y justas, estas reintroducen de contrabando la cuestión de los valores, ya que aquellos derechos nunca están explícitos del todo e, incluso, muchas veces entran en contradicción. De esta manera, los mismos procedimientos y los derechos no son un antecedente o estructura exterior que regula el conflicto sino materia de polémica y lucha política. Mouffe33, citando a Wittgenstein, señala que los procedimientos siempre implican compromisos éticos sustanciales. Es decir, la legitimidad no puede ser fundada solamente en cálculos estratégicos. Para que éstos sean operativos es necesario que previamente exista un número considerable de acuerdos en los juicios y en formas compartidas de vida34.




    Pero además de estas observaciones, es importante introducir otro concepto que desplaza al gobierno y el ciudadano como protagonistas exclusivos de la política. Aunque la teoría liberal se quiere divorciar de la idea de pueblo, ésta retorna o aparece espectralmente como el colectivo en virtud de quién se toman estas decisiones vinculantes en contextos democráticos. Al pueblo no hay que entenderlo como la sumatoria de individuos de una Nación o Estado o como un grupo social determinado. El pueblo es una ficción política, como tantas otras, que tiene efectos sobre la realidad política. De hecho, Edmund Morgan35 ubica su creación en la disputa de los parlamentos y el Rey en Inglaterra de 1640. La referencia al pueblo fue primeramente utilizada para desplazar al Rey en segundo lugar de línea de mandato, privilegiando al parlamento. El efecto no calculado de ésta invención fue que el deber hacia Dios se debilitó poniendo a los hombres como fundamento de las leyes, abriendo paso a que muchos otros grupos (no necesariamente representados en el parlamento) reclamaran derechos.




    En esta misma línea de pensamiento, Étienne Balibar argumenta que el Pueblo como referencia permite que los procedimientos y las leyes se funden no sólo en garantías propuestas o impuestas por el Estado, sino en decisiones y reglas que los grupos e individuos se proponen e imponen mutuamente en el marco de una comunidad de ciudadanos, declarándose así el objeto de su autodeterminación.




    Suficientemente real para existir frente al Estado, cuya legitimidad fundamenta, suficientemente irreal para no absorber (o desechar) a los individuos portadores de derechos, tal es el dilema verdaderamente insoluble, pero cuya misma insistencia genera la vida del problema constitucional de la ciudadanía democrática, en particular la dialéctica incesante de la noción del poder constituyente y de la limitación o autolimitación del poder36.




    Lo discutido hasta aquí permite arribar a una serie de conclusiones que serán útiles para comprender el proceso político argentino (y los procesos políticos en general). En primer lugar, los procedimientos no aseguran que las decisiones estén libres de discrecionalidad y no siempre logran ser un medio de control ciudadano eficiente. Por ello es importante no confundir dos planos del análisis: si bien los procedimientos son necesarios para tratar las divisiones y conflictos políticos, estos se pueden volver obsoletos y hasta antidemocráticos. Las instituciones liberales no son más que un modo de organización de un régimen democrático.




    En segundo lugar, los gobernantes deben buscar el consentimiento ciudadano a través de fórmulas en torno al bien general, diagnósticos de situación, etcétera. Así se vuelve fundamental un enfoque no meramente institucional sino discursivo, es decir, prestando atención a significados producidos en la escena pública.




    Finalmente, si bien el sistema político se define por mantener la capacidad de tomar decisiones que ordenan lo social, esto no quiere decir que el conflicto desaparezca dentro del mismo. Los gobiernos adquieren la prerrogativa para tomar decisiones vinculantes pero están forzados a exponer los motivos y las preferencias al someterse a la crítica de aquellos que no están de acuerdo con la elección tomada. Las decisiones colectivas siempre están sujetas al conflicto ya que no contienen previamente instrucciones para resolver entre alternativas que pueden sostener otras posiciones. Y más aún si se trata de gobiernos en regímenes de democracias representativas.




    Conflicto político, antagonismos y desacuerdos: recuperar el registro de lo político.




    Entender a la política como un conjunto de instituciones que mantienen la capacidad de tomar decisiones vinculantes (y todos los procedimientos que ello conlleva) no tiene que hacernos olvidar la tensión que le da identidad a la política.




    Rinesi lo explica muy bien cuando señala la paradoja y riqueza significativa de la palabra “política” que consiste en el hecho de que;




    no es posible hablar de política a menos que una cierta forma de organización simbólica e institucional de la sociedad se haya logrado imponer sobre las demás, que ciertos relatos sobre el pasado, ciertos significados de las palabras y ciertos criterios acerca de la legitimidad de las dominaciones hayan conseguido triunfar sobre los otros, pero que al mismo tiempo sólo puede hablarse propiamente de política cuando nos enfrentamos a una práctica que consigue por lo menos sacudir, conmover, poner en cuestión o en tela de juicio esos mismos relatos, significados o criterios de legitimidad37.




    La apertura democrática de la década de los ochenta, convivió con varios procesos históricos; la desilusión masiva frente al marxismo y los socialismos realmente existente, el agotamiento del neo-corporativismo como un sistema alternativo de toma de decisiones, el auge de la teoría liberal y su diagnóstico de crisis general como sobrecarga de demandas sociales, el miedo por el retorno del autoritarismo y el fracaso de los movimientos populares, etcétera. Todo esto provocó que ciertas instituciones se asociaran con la democracia, volviéndolas casi palabras sinónimas. Así, los partidos políticos, el parlamento, el voto, el gobierno y la oposición, el ciudadano como individuo, se volvieron figuras casi exclusivas para definir el sistema político.




    Aunque fundamentales para entender la forma por la cual la producción del orden se sostiene, estas figuras típicas del formato liberal de la democracia dejan poco espacio para pensar lo político. ¿Qué lugar ocupan en el sistema político los colectivos como los piqueteros, las asambleas barriales y las redes de protesta? ¿Cuáles son sus medios y formas de acción política? ¿Cuáles son las estrategias por las cuáles pueden impactar sobre la política?38




    Para abordar el problema del papel de éstos sujetos en la política será útil recuperar la perspectiva con el cual se inició este capítulo; es necesario separar las formas generales de institución de una sociedad, que implica la aceptación del momento de negatividad y su superación, de la forma concreta en que se institucionaliza lo político39. Esto implica despegarse un poco de las estructuras formales del sistema político y preguntarse acerca del carácter de los sujetos políticos o movimientos que actúan por fuera de los formatos clásicos de la democracia liberal.40




    Algunos ejemplos surgen de la experiencia argentina reciente. Tanto “los piqueteros” como “las asambleas barriales” actuaron orientados al sistema político sin ser actores institucionalizados o reconocidos legalmente por él. Si bien las demandas eran restringidas (trabajo, eliminación de la pobreza, mayor representación), el conflicto desplegado se desarrollaba por fuera y, la mayoría de las veces, criticando a las instituciones de representación territorial y funcional.




    Dos teorías que ayudan a pensar este tipo de acciones son la teoría de la hegemonía de Laclau y Mouffe41 y la concepción del desacuerdo deRancière42. Ambos cuerpos teóricos sostienen que la política está asociada a la interrupción de lo social por efecto de la aparición de un sujeto heterogéneo43. A pesar de esta coincidencia, estas dos estrategias conceptuales para abordar lo político ponen el acento en lugares diferentes de este “subvertir y reconstruir” el orden social.




    Se ha avanzado sobre la teoría de la hegemonía, aunque es necesario decir más acerca de su definición, acerca de los antagonismos. Estos suponen la suspensión o el límite de la objetividad social al introducir en el espacio comunitario la presencia de dos discursos inconmensurables que lo atraviesan y lo fracturan.




    Los antagonismos presuponen la total exterioridad entre la fuerza antagónica y la fuerza antagonizada; si no hubiera relación de total exterioridad entre las dos, habría algo en la objetividad social que explicaría el antagonismo como tal, y en este caso, el antagonismo podría ser reducido a una relación objetiva44.




    El mecanismo simbólico por el cual se opera la conformación de esta forma de enemistad ya ha sido explicado. No obstante, es necesario prestar atención a otras dimensiones de la operación hegemónica. En primer lugar, que la articulación política sólo puede ser de tipo hegemónica, esto es, se produce una nueva identidad a partir de la constitución de un mito.




    El trabajo del mito consiste en suturar ese espacio dislocado a través de la constitución de un nuevo espacio de representación. La eficacia del mito es así esencialmente hegemónica: consiste en constituir una nueva objetividad a través de la rearticulación de los elementos dislocados45.




    Los imaginarios sociales se constituyen cuando ese mito se convierte en una metáfora o superficie de inscripción de otras demandas. Así, los movimientos podrían tener la capacidad de instituir nuevas formas de comprensión del orden social al instalar demandas que se conviertan en superficies de inscripción de otras demandas46.




    De esta forma de pensar la política surgen varias preguntas ¿Siempre es necesario que las luchas creen una nueva identidad colectiva a través de un mundo compartido de representaciones que tenga efectos totalizadores sobre el campo social fracturado? Aquí se propondrá responder por la negativa. Toda crítica a un orden supone, aunque sea de mínima, una vaga idea de lo que sería un futuro superador. Pero no por ello el principal efecto político es que se genera una nueva identidad con capacidad de rearticular el espacio social.




    Pero además, al centrar la mirada en el nivel de la constitución de las identidades se pierde de vista otras dimensiones de la acción política. Por ejemplo, el movimiento piquetero produjo efectos de frontera social a partir del tratamiento de una exclusión interpretada como daño social. No obstante, este movimiento no generó un mito entendido como proyecto político compartido ni supuso la constitución de un sujeto hegemónico47. Justamente, la falta de articulación entre demandas detrás de un proyecto “piquetero” (podría decirse lo mismo de otros movimientos como el de asambleas o fábricas tomadas) fue la oportunidad para que otros actores “hegemonizaran” esas demandas dispersas en el espacio social.




    Otra perspectiva que permite analizar la actuación de estos movimientos como formas de irrupción sobre el orden político es la de Jacques Rancière. Este se ha orientado a pensar la política como efecto de un desacuerdo que impacta sobre la re-configuración del territorio de lo visible, de lo pensable y de lo posible dentro del orden. En sintonía con Laclau, la política se orienta a la redistribución de las posiciones, de lo común y lo privado. Pero a diferencia de aquel, la política aparece eventualmente y se produce a través de una estrategia discursiva singular (también denominado “el método de la igualdad”)48. Esta supone la puesta en marcha de escenarios de interlocución y de manifestación que singularizan y ponen a prueba la igualdad sobre la que se funda el orden (2007). Para él, el ejercicio del poder se basa sobre la distribución de las partes que dañan a la igualdad a generar jerarquías y funciones pero, paradójicamente, aloja en su corazón el reconocimiento de la igualdad de cualquiera con cualquiera49. Esta tensión es justamente la que genera las condiciones de posibilidad de la aparición de la política como un encuentro entre la lógica igualitaria y la policía.




    El concepto de policía no hace referencia al cuerpo especializado de coerción del Estado, tampoco se identifica estrictamente con sus instituciones. Cuando él hace referencia a éste término el sentido que se adquiere es otro; policía remite al:




    conjunto de procesos mediante los cuales se efectúan la agregación y el consentimiento de las colectividades, la organización de los poderes, la distribución de los lugares y funciones y los sistemas de legitimación de esa distribución50.




    En cambio, el proceso o método de la igualdad es el conjunto de las prácticas guiadas por la suposición de la igualdad de cualquier ser parlante con cualquier ser parlante y por la preocupación de verificar esa igualdad. La política se produce cuando aquellos que no tienen derecho a ser contados o no tienen derecho a hablar, de todas maneras lo hacen, renegando del lugar o la definición que se le otorga.




    Así, dice Rancière, “aquella parte que no tiene parte”, lo que haría referencia a los colectivos que de alguna manera se ha excluido o “dañado” y reclaman por ello, existen solamente a través de la polémica que instituyen. Este litigio es, pues, un “conflicto en torno a la existencia misma de lo común entre lo que tiene parte y lo que no la tiene”.51 La política se produce cuando la distribución de las partes y las funciones sociales (la policía) es perturbada por la inscripción de “una parte de los sin parte”.




    La política no está hecha de socios que representan grupos efectivos sino que se refiere a la cuenta en sí de un sujeto excedente respecto a toda distribución social. Y pasa así por un proceso de subjetivación de aquel que toma la palabra y adopta un nombre para designarse52.




    Justamente, aquella visibilidad o aparición pública de éste excedente, “de la parte de los sin parte”, marca el inicio de la política en el corazón del orden policial. Esta se vale de dispositivos que subvierten la división de los lugares y las funciones.




    Por ello, estas alteraciones en el régimen de lo visible no se producen solamente por la aparición de discursos inconmensurables sino por la puesta a prueba de un universal; la igualdad. Esto no quiere decir que se introduce la igualdad per se sino que estos sujetos generan la irrupción de una lógica que es heterogénea a la del poder o “policía” a través de la creación de verificadores específicos de la igualdad de cualquiera con cualquiera. Para Rancière se trata siempre de desdoblar ese universal sobre el que se funda la democracia. Según este modelo, la introducción de estos sujetos opera una “crítica”, desdoblan el universal de la inscripción legal al inventarle casos singulares de aplicación. En otras palabras, rompen la relación sedimentada entre la igualdad y los casos particulares, tienen que argumentar el caso para demostrar que la igualdad no se está cumpliendo y que es necesario reinventarla.




    La sociedad genera una cierta naturalización sobre esa relación, en otras palabras, realiza una cierta privatización del universal.




    “Es eso la policía: una privatización del universal que lo fija como ley general subsumiendo los particulares. La política, en cambio, des-privatiza el universal, lo vuelve a jugar bajo la forma de una singularización”53.




    En otras palabras, lo que hace es deconstruir ese universal, reactivar las formas naturalizadas de lo que significa ser igual, redefinir las fronteras de la sociedad, lo privado, la política, la economía.




    Tras la aparición de la política, la comunidad existe de un modo particular, como comunidad del conflicto y los sujetos existen en el proceso de anunciarse en ese conflicto. Por ello, los movimientos no se pueden atar a un lugar de la sociedad ni de la economía, no pre-existen al momento del conflicto sino que se constituyen en él. Por ello, es posible decir que los movimientos que aquí se tratarán son movimientos políticos porque no se alojan en el plano de la sociedad civil, sino en el terreno amorfo de la política.




    La política se instituye entonces, sobre una lógica donde un universal se vuelve posible siempre de manera distorsionada e incompleta ya que es, a través de los dispositivos particulares del discurso público de los sujetos políticos, que la igualdad se pone a prueba. La concepción de una comunidad fundada a partir del litigio dirigido por aquellos que revelan un mundo común de habla (donde la disputa no es acerca del argumento sino que éste pueda contar como tal) reduce a lo político a una forma particular de enfrentamiento.




    Cabría agregar un final para este drama que encierra la política. Luego de esta aparición de la política pensada como antagonismo o como desacuerdo, el éxito de los sujetos supondría su propia desaparición porque implicaría el reconocimiento como iguales y la incorporación al orden social (que si bien ya no es el mismo, porque ahora es, tal vez más justo, más lleno de inscripciones que dejan esas luchas sobre la igualdad, es otra forma de distribución de las partes y sus funciones).




    Algunas preguntas abiertas




    Entre esta forma de compresión de la política y las desarrolladas en las secciones previas parecería existir importantes diferencias. Sobre todo porque mientras algunas teorías centran el análisis en el momento polémico o antagónico, otras se orientan a observar cómo se supera el conflicto político. Además, mientras unas encierran a la política a un locus privilegiado (Estado y sistema de representación política), otros la destierran convirtiéndola en un quehacer ubicuo.




    Sintetizar algunas ideas será pertinente para guiar la lectura de los siguientes capítulos. Se dijo que la política moderna reconoce la ausencia de fundamentos para gobernar y tomar decisiones vinculantes. No obstante, esto convierte en un problema la cuestión de cómo y quiénes toman las decisiones, en virtud de quién y cómo se definen los contenidos u orientaciones de las mismas. La legitimidad procedimental y las instituciones de representación política parecerían ser una forma por la cual se consigue a la vez limitar el poder, controlar la discrecionalidad y buscar aceptación entre la ciudadanía de las decisiones que se toman.




    Pero todas estas categorías no permiten analizar, por ejemplo, cómo se forman las voluntades colectivas o consensos por las cuáles ciertas orientaciones de las políticas y temas logran sostenerse en el tiempo. Esto es, por ejemplo, el caso de la persistencia de las políticas neoliberales en el tiempo y del giro posterior al año 2001. Tampoco explican cómo por momentos la capacidad de tomar decisiones se suspende, las reglas y normas del sistema político no son más respetadas y la normalidad parece romperse. Es decir, no permiten explicar cómo el gobierno y la oposición perdieron el control sobre el escenario político durante el año 2001 y 2002 y otros sujetos no convencionales fueron ganando terreno. Las otras teorías parecerían poder explicar mejor la formación de voluntades colectivas, la acción de sujetos políticos y los momentos donde el orden se pone en cuestión. En los capítulos que siguen se utilizarán la diversidad de perspectivas para comprender cómo fueron cambiando los escenarios políticos y cuál fue la actuación de los movimientos y organizaciones políticas no electorales.
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